	Fecha
	28 de enero de 1963
	Sesión número
	6

	Motivo: Amparo

	RECURRENTE:  MARCIAL FONSECA MORA Y OTROS

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que la Municipalidad de San José, a la que han pagado trimestralmente sus patentes, mediante telegrama enviado por el Gobernador a la Inspección General de Hacienda Fiscal ordenó sellar todos los establecimientos comerciales que se encuentran en el Mercado El Herrumbre. Que solicitan se ordene la suspensión de la orden, a fin de que se rompan los sellos ya que dentro de los tramos había comestibles que pueden perderse o ya perdidos.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que, mediante resolución de Corte Plena, se resolvió que los ocupantes de El Herrumbre estaban ocupando el local únicamente como una acto de mera tolerancia de parte de la Municipalidad y que una vez resuelto el vínculo o contrato entre el propietario del inmueble y la Municipalidad, ha de cesar también la ocupación de los recurrentes, por lo que los quejosos no tienen derecho alguno de posesión sobre el local. Afirma que una de las formas de prevención de desocupación es el sello de un local ya que en forma indirecta lo imposibilita para el ejercicio del comercio en tal lugar.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. En el anterior caso Corte Plena decidió que “Resuelto el vínculo entre la Municipalidad y el propietario, ha de cesar también la ocupación de los recurrentes, que como se ha dicho, tienen como acto de pura tolerancia de la Municipalidad”, el presente recurso debe declararse sin lugar porque la media tomada por el Gobernador de sellar los establecimientos comerciales, no viola ninguno de los derechos a que se refieren los artículos 39 y 45 de la Carta Política. El Magistrado Jugo declara sin lugar el recurso. El Magistrado Elizondo declara con lugar el recurso. Los Magistrados Bejarano y Fernández declaran con lugar el recurso.


N° 6
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiocho de enero de mil novecientos sesenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Calzada, Fernández, Jiménez y Jugo. 
Artículo V
Se conoció del recurso de Amparo que promueven el señor Marcial Fonseca Mora y otros contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, en el que alegan: “De conformidad con la legislación municipal en vigencia, una de las principales rentas que en la actualidad tienen las Municipalidades de Costa Rica, proviene del producto de las patentes, de muy diversa índole, que los contribuyentes de la respectiva jurisdicción trimestralmente les pagan. Como una consecuencia lógica, las Corporaciones Municipales del país tienen la obligación ineludible, de garantizarle a sus patentados, el libre ejercicio de sus correspondientes derechos.  En el caso que nos ocupa, la Municipalidad de San José, por varios años nos ha venido cobrando patentes de distinta clase, según la actividad de cada uno, poniéndolas al respectivo cobro en el Banco de Costa Rica, al igual que con todas las demás personas o entidades que tiene en esta ciudad, alguna actividad contemplada en su tabla de tarifas de patentes en vigencia. Los que suscribimos este memorial, además de otro compañero que por no estar presente en San José no le ha sido posible firmar, nos referimos al señor don Danilo Gamboa Mora, de iguales calidades, desde que se nos impuso la patente en referencia, regularmente hemos venido pagando por trimestre, la suma de dinero que para cada uno fijada.  La cancelamos por supuesto el año inmediato anterior, y hemos cancelado también, por haber sido puestos igualmente al cobro en el indicado Banco, el monto correspondiente al primer trimestre del año en curso, teniendo que hace el siguiente pago en el mes de abril próximo entrante. Debido a que dos de los que se mencionan en este escrito, pagamos dos patentes en vez de una, en total estamos al día con dicho primer trimestre, trece contribuyentes pero con quince enteros cancelados. Todos ellos los adjuntamos como prueba, pero con efecto devolutivo, ya que nos son necesarios para evitar futuras arbitrariedades como la que nos ocupa y que es la que ha dado base legal a la interposición de este recurso contra el señor Gobernador de San José, don Fernando Figuls Quirós, quien es mayor, casado una vez, funcionario público y de este vecindario.-  La Corporación Municipal de San José, que ha estado percibiendo nuestros pagos y que por lo tanto, se ha estado beneficiando con esos pequeños aportes nuestros, como ya lo hemos manifestado, moral y legalmente está en la obligación de ampararnos, impidiendo, con todos los medios a su alcance, que nuestros derechos se vean perseguidos o de cualquier modo lesionados.  Hasta la fecha, en todo el tiempo que hemos estado en ese terreno esquinero instalados, la citada Municipalidad, a pesar de que por otra razones que no son del caso enumerar aquí, pero que si son del conocimiento de los señores Magistrados, en ningún momento se ha permitido tomar acuerdo alguno con miras a que nuestros negocios sean sellados.   En eso ha sido todo el tiempo leal para con nosotros.-  Pero su hubiera sucedido lo contrario, el señor Gobernador por ley se hubiera visto precisado a vetar el acuerdo de esa Municipalidad, que en ese sentido se hubiera producido. No obstante, como lo comprobamos con la certificación de ese funcionario que adjuntamos, con fecha 7 de los corrientes se permitió enviar el siguiente telegrama a la Inspección General de Hacienda Fiscal:  “Ruégole ordenar se proceda a sellar todos los establecimientos comerciales que se encuentran en el Mercado El Herrumbre, Calle 14- Avenida 1°”  En respaldo de tal comunicación no hay ni ha habido, como se pueden imaginar los Señores Magistrados, expediente alguno en la propia Gobernación de San José, como no hay, repetimos, ningún acuerdo municipal que así lo ordene.  Se trata en consecuencia de una orden arbitraria del señor Gobernador, cuyas atribuciones, muy bien especificadas en las ordenanzas municipales vigentes, no lo autorizan para proceder en la forma en que lo ha hecho.  Es cierto que se ha tratado de desalojarnos del lugar en que estamos cada uno instalado, pero ello no tiene nada que ver si puede tener relación con esa medida ilegal del señor Gobernador, puesto que ni éste funcionario ni la Municipalidad josefina podrían pretender, para sacarnos del lugar que ocupamos, una actuación como la impugnada, en virtud de la cual, el Resguardo Fiscal ha procedido, el día de ayer, martes, 8 del mes en curso a sellarnos las puertas y ventanas de las instalaciones de madera que cada uno tiene construidas de su propio peculio.  Lo anterior, con la agravante de que nos encontramos en el mes de enero, durante el cual los negocios son muy males, además de que somos todos personas pobres, trabajadores y que lo único que se nos puede atribuir es que estamos ganándonos honradamente la vida, para nuestras respectivas familias y para nosotros mismos.  La mayoría tenemos tramos de verduras y de otros artículos de primera necesidad.  Hay también varios en los cuales vendemos comida.  Todas esas existencias, como es lógico, se perderán y la culpa únicamente la tendrá el señor Gobernador, que ha procedido en una forma sumamente perjudicial para nuestros modestos intereses, sin meditar la consecuencias ni la trascendencia de una medida como esa, que además de ilegal es impopular.-  El señor Secretario Municipal, para respaldar este recurso, nos ha extendido la certificación que también adjuntamos, de la cual se deprende que en efecto, la Municipalidad de San José, en ningún momento, durante el año inmediato anterior y en el mes en curso, ha tomado acuerdo firme alguno en el sentido de ordenar lo que el señor Gobernador de mutuo propio ha dispuesto.-  Por todo lo expuesto, señores Magistrados, pedimos se declare con lugar este recurso de Amparo, que apoyamos en la Ley respectiva, N° 1161 de 2 de junio de 1950, en relación con el artículo 48 in fine de la Carta Magna y los artículos 11 párrafo 1°, 50 y 56 ibídem.  Y como violados concretamente, de esta Constitución Política, los artículos 46, que se refiere a la libertad de comercio, agricultura e industria; 45, que establece que la propiedad es inviolable, siendo evidente, en el caso nuestro, que nosotros somos propietarios de un derecho, el de tener abiertos nuestros respectivos negocios, precisamente para ejercer esa libertad de comercio que ese Cuerpo de Leyes garantiza.  Finalmente, el artículo 39, que dispone que a nadie se le hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para ejercitar su defensa y mediante la necesaria demostración de culpabilidad.  Efectivamente, el acto llevado a cabo por el resguardo fiscal el día de ayer, por orden del señor Gobernador, encierra sin duda alguna una sanción que se justificaría si no estuviéramos al día con el pago de nuestras patentes, pero no tiene razón de ser, no sólo porque tenemos las mismas pagadas hasta el mes de marzo inclusive del presente año, sino porque la Municipalidad de San José, que podría haberlo hecho, en ningún momento ha acordado tan medida. Estamos pues ante una situación de hecho, que amerita una resolución rápida, pero como ésta podría atrasarse unos días todavía mientras se completa la tramitación, al amparo de lo que dispone el artículo 13 de la citada Ley, pedimos se ordene la inmediata suspensión de la orden girada por el señor Gobernador, a fin de que sin tardanza se rompan los sellos puestos por los miembros del Resguardo Fiscal.  Esto, en atención a que como ya se expuso, dentro de los tramos había hasta comida preparada para la venta y otros comestibles que pueden perderse o ya perdidos.- Advertimos, señores Magistrados, que las disposiciones del señor Gobernador no tienen legalmente recurso ante ninguna otra autoridad superior, en especial por tratarse de extremos que corresponden, por su índole, a la Municipalidad josefina.”

El Gobernador contestó, oportunamente, lo siguiente:  “Enterado que he sido del recurso de amparo establecido en mi contra por el señor Marcial Fonseca Mora y otros, vengo, dentro del tiempo de ley, a contestarlo negativamente en todos sus extremos ya que los hechos en que se basa el mismo son absolutamente improcedentes para dar base al recurso en cuestión.  Fundamenta principalmente el recurrente su gestión en el hecho de que la orden impartida por mí, conforme a la cual se ordenaba sellar los negocios establecidos en el local denominado El Herrumbre es ilegal, ya que no hay base jurídica conforme a la cual se pudiera haber dictado tal orden, ya que los afectados están al día en sus patentes razón por la cual deben más bien ser protegidos en el ejercicio de sus derechos de comerciantes.  La Corte Suprema de Justicia en resolución de las diez horas y treinta minutos del día veintisiete de noviembre del año próximo pasado (ver Boletín de 18 de diciembre de ese mismo año), resolvió que los ocupantes de El Herrumbre estaban ocupando el local únicamente como una acto de mera tolerancia de parte de la Municipalidad y que una vez resuelto el vínculo o contrato entre el propietario del inmueble y la Municipalidad, ha de cesar también la ocupación de los recurrentes, que como se ha dicho, tiene como acto de pura tolerancia de parte de la Municipalidad.- De lo expuesto se desprende, con claridad meridiana, que los quejosos, una vez roto el vínculo a que se ha hecho mención, no tienen derecho alguno de posesión sobre el local, por lo que no se ve como ahora quieran argumentar que se sienten lesionados en sus derechos, cuando precisamente estamos viendo que existe resolución judicial, que contradice tal aseveración o para ser más exactos que les niega todo derecho en el presente asunto. -El argumento de que por estar pagando patente deben ser protegidos en sus derechos de comerciantes, es totalmente ineficaz; en efecto en la citada resolución de la Corte Suprema en uno de sus párrafos leemos: “El pago de la patente que estos comerciantes han hecho nada tiene que ver con el terreno que ocupan.  La patente es la autorización que la Municipalidad otorga mediante el pago de una determinada suma para ejercer el respectivo comercio con prescindencia absoluta del lugar y forma en que se haga uso de la misma.  Queda pues, por resolución judicial, descartada la razón usada por los gestionantes para dar asidero a sus pretensiones.  El acuerdo municipal número cinco artículo dos de veintisiete de abril del año pasado en su parte dispositiva señala: “Solicítase al señor Ejecutivo Municipal que ponga fin al contrato suscrito con la firma arrendante Jiménez Borbón y que se le prevenga a los ocupantes del citado mercado que deben proceder a la desocupación”. Pues bien precisamente, una de las formas de prevención de desocupación es el sello de un local ya que en forma indirecta lo imposibilita para el ejercicio del comercio en tal lugar, que por cierto fue el espíritu de la resolución de las 10 horas y 30 minutos del 27 de noviembre de 1962 dictada por la Corte. Dispone el artículo segundo de la Ley de Amparo: “Con la salvedad que indica el artículo anterior, procede el recurso de Amparo para mantener o restablecer el goce de los derechos individuales consignados en la Constitución Política… etc.” Si hemos visto que existe pronunciamiento judicial que niega a los recurrentes todo derecho en el presente asunto, no se explica uno como pretendan los mismos que les prospere el presente recurso cuando un artículo de la ley que están usando para su acción, precisamente les niega tal facultad.  De todo lo expuesto se infiere que he actuado de conformidad con lo dispuesto conforme a los artículos 27 y 50 de la Ordenanzas Municipales de la Ley N° 11 de 10 de setiembre de 1925.  Simplemente he cumplido con una resolución dictada por la Municipalidad, basada precisamente en una resolución judicial.  Por último cabe apuntar que la patente a que hacen relación, le da oportunidad como “vendedores ambulantes” y no significa pago alguno por vender en dicho lote como ha quedado tantas veces explicado.”

Previa la deliberación correspondiente, se dispuso declarar sin lugar el recurso por las siguientes razones: I) Siete de los reclamantes que gestionan en el presente recurso de Amparo, sean los señores Marcial Fonseca Mora, José Brizuela Benavides, Francisco Mc Taggart Alvarado, Ramón Jaime Aguilar Calderón, Miguel Ángel Cambronero Guevara, Raúl Castro Montero y Manuel Antonio Corrales Villalobos, establecieron con anterioridad otro recurso de igual género contra el mismo funcionario de que aquí se trata, sea el Gobernador de esta Provincia, señor Fernando Figuls Quirós, habiendo reclamado en esa oportunidad la infracción de los artículos 11, 28, 46, 50, 56, 153 y 160 de la Constitución Política, y la Corte Plena lo declaró sin lugar por resolución de las diez horas y treinta minutos del veintisiete de noviembre último (Ver expediente N° 514 de 1962). II) Los otros gestionantes en el presente caso son Miguel Ángel Gamboa Benavides, Gerardo Fernández Jiménez, Eyda Barrantes Barrientos, Juan de Dios Jiménez Jiménez y Jenaro Hernández Hernández, y todos reclaman violación de los artículos 11 párrafo 1°, 50 y 56, y como violados concretamente los artículos 39, 45 y 46 de la Carta Política. III) Como puede verse con el examen del recurso anterior, (Expediente número 514 de 1962), las reglas 11, 46, 50 y 56 de la Carta Política se estimaron violadas en aquella ocasión y asimismo  las juzgan violadas los reclamantes del actual recurso, pero los que en el presente gestionan, alegan violación de nuevas reglas constitucionales, que son las comprendidas en los artículos 39 y 45 arriba mencionados. IV) Los reclamantes en el actual recurso se han presentado con el carácter de patentados del Mercado “El Herrumbre”, sito en el local esquinero con frente a la Avenida 1ª. y Calle 14 de esta ciudad.  Fundamentalmente reclaman: 1°) Que las Corporaciones Municipales del país tienen la obligación ineludible de garantizarle a su patentados, el libre ejercicio de sus correspondientes derechos.  Que la Municipalidad de San José, por varios años les ha venido cobrando patentes de distinta clase, según la actividad de cada uno, poniéndolas al respectivo cobro en el Banco de Costa Rica. 2°)  Que la Corporación Municipal dicha, que ha estado percibiendo los pagos de los recurrentes y que por lo tanto, se ha estado beneficiando con esos aportes, moral y legalmente están en obligación de ampararlos, impidiendo, con todos los medio a su alcance, que sus derechos se vean perseguidos o de cualquier modo lesionados. 3°)  Que hasta la fecha la Municipalidad de esta Provincia en ningún momento se ha permitido tomar acuerdo alguno con miras a que los negocios de los reclamantes sean sellados. 4°) Que con fecha siete de los corrientes el señor Gobernador se permitió enviar un telegrama a la Inspección General de Hacienda Fiscal ordenándole proceder a sellar todos los establecimientos comerciales que se encuentran en el Mercado El Herrumbre, Calle 14 Avenida 1ª. V) El señor Gobernador, en el informe correspondiente alega que la Corte Suprema de Justicia en resolución de las diez horas y treinta minutos del veintisiete de noviembre del año próximo pasado resolvió que los ocupantes de “El Herrumbre” estaban ocupando el local únicamente como un acto de mera tolerancia de parte de la Municipalidad y que una vez resuelto el vínculo o contrato entre el propietario del inmuebles y la Municipalidad, ha de cesar también la ocupación de los recurrentes.  Que de lo expuesto se desprende que una vez roto el vínculo a que se ha hecho mención no tienen derecho alguno (los recurrentes) de posesión sobre el local, por lo cual no se ve cómo ahora quieren argumentar que se sienten lesionados en sus derechos, cuando precisamente existe  una resolución judicial que contradice tal aseveración, o para ser más exactos, que les niega todo derecho en el presente asunto. VI) Siendo los reclamantes en el presente recurso de Amparo, patentados del Mercado “El Herrumbre” están en la misma situación legal de los recurrentes que por la misma vía interpusieron recurso contra el señor Gobernador en el expediente número 514 antes mencionado, y si en el anterior caso de decidió en Corte Plena que “Resuelto el vínculo entre la Municipalidad y el propietario, ha de cesar también la ocupación de los recurrentes, que como se ha dicho, tienen como acto de pura tolerancia de la Municipalidad”, el presente recurso debe declararse sin lugar porque la media tomada por el Gobernador de sellar los establecimientos comerciales de tales patentados, no viola ninguno de los derechos a que se refieren los artículos 39 y 45 de la Carta Política, puesto que tales patentados no gozan de derecho alguno con respecto a la ocupación a que han hecho referencia.-

El señor Magistrado Jugo declara sin lugar el recurso, acogiendo, en tesis general, el criterio de mayoría pero, sustancialmente porque, si no hay un procedimiento específico para ejecutar lo resuelto (y determinado por esta Corte al rechazar un recurso anterior) no pudo el Gobernador violar ese procedimiento al escoger una particular forma de ejecución.

El Magistrado Elizondo, se pronunció por declarar con lugar el recurso, con base en las razones siguientes: En nuestro Derecho Positivo el procedimiento de sellar locales, o cosas conformadas para guardar un contenido, adhiriendo en los lugares por donde puedan ser abiertos un papel con el sello distintivo de una autoridad y su firma, no tiene otra finalidad que poner a buen recaudo las cosas existentes en esos lugares y de advertir al público que está dispuesta una prohibición absoluta, de penetrar al interior, si son locales, o de disponer de lo que está encerrado en el continente, así sean sus dueños.  En el caso en examen, el procedimiento usado por el señor Gobernador de San José, al ordenar sellar los locales, que por mera tolerancia de la Municipalidad capitalina han venido usando para su comercio en el lugar denominado el Mercado El Herrumbre, no ha tenido la expresada finalidad, pues la selladura se ha usado como un medio compulsorio para el desalojamiento de los ocupantes de dichos locales, pues no es otro el fin que persigue la Gobernación de esta Provincia, medio ese desconocido en nuestro Derecho, y por lo tanto ilegal.   Con ese procedimiento inusitado, no sólo ha obstaculizado el señor Gobernador su propio propósito, o sea el desalojamiento de los locales, sino que se les ha impedido a los comerciantes ocupantes gozar de los atributos de la propiedad que tienen en la mercadería, mobiliario y otros utensilios que comprendían su negocio, con posibles pérdidas de algunos de esos artículos, sin haber resolución disposición de autoridad competente encaminada a mantener tales cosas guardadas en esos locales, a la orden de la autoridad selladora.  Por estimar el infrascrito que, con tal medida ilegal, se está impidiendo a los expresados comerciantes gozar de los atributos de la propiedad que tienen en los enseres de sus negocios, considera infringido el artículo 45 de la Constitución Política, por ello declara con lugar el recurso.

Y los señores Magistrados Bejarano y Fernández, también votaron por declarar con lugar el recurso, con fundamento en lo siguiente: Esta Corte, al resolver un recurso de amparo formulado por los ocupantes de locales ubicados en el mercado denominado “El Herrumbre”, en sesión verificada el 27 de noviembre último, declaró que el vínculo que existía entre la Municipalidad de San José y los propietarios de la finca donde está ubicado el citado mercado, estaba disuelto y que, en consecuencia, los comerciantes que ocupan locales en dicho lugar deberían desocuparlos por carecer de derecho para mantenerse donde estaban.  El cumplimiento de lo dispuesto, primero por la Corporación Municipal y después por la Corte, corresponde al Ejecutivo Municipal, sea el Gobierno de la Provincia y los medios para realizarlo son los previstos por la ley en sus artículos 700 y 701 del Código de Procedimientos Civiles.  En vez de proceder en la forma indicada usando de los servicios de la Guardia Civil, que era lo correcto y lega, el señor Gobernador dirigió orden a la Inspección General de Hacienda Fiscal a fin de que se sellaran los locales comerciales del mercado “El Herrumbre”.  Lo dispuesto fue acatado en horas de la mañana del siete del presente mes y contra ello recurren en vía de amparo los perjudicados. Expuesto lo anterior, estimamos que el señor Gobernador se excedió en el ejercicio de sus atribuciones con violación en primer término del artículo 11 de la Constitución Política y de los artículos 45 y 46 de la misma.  Dicho funcionario debió desalojar a los ocupantes por medio de la Fuerza Pública, pero no restringir su libertad de comercio y perjudicar la propiedad de los citados comerciantes al sellarles sus tramos y negocios poniéndolos en la imposibilidad de vender sus mercaderías – frutas, legumbres, hortalizas, etc.- las cuales con lo ocurrido y por su especial naturaleza, necesariamente tienen que haberse perdido con el consiguiente perjuicio para sus propietarios.  Por tratarse precisamente de esa clase de productos y de las circunstancias del caso es que estuvimos de acuerdo, en asocio del Magistrado Porter en que se accediera a la petición de los recurrentes en el sentido de que esta Corte, en uso de las facultades previstas en el artículo 13 de la Ley de Amparo, ordenara de inmediato la destrucción de los sellos, a fin de permitir la realización de las mercaderías que se expendían en los negocios, pues estimamos que al no proceder en ese sentido el daño y el perjuicio que los citados comerciantes recibirían sería grande.  A tono con lo expuesto, declaramos procedente el presente recurso de amparo en contra del señor Gobernador de la Provincia a quien debe ordenarse se abstenga de actuar como lo hizo, revoque la orden por él impartida para que miembros de la Inspección de Hacienda Fiscal sellaran los tramos ubicados en el mercado denominado “El Herrumbre” y restituya a los ocupantes en el goce de sus derechos; artículo 15 de la ley de Amparo, todo sin perjuicio de que el desalojo se ejecute en su oportunidad en la forma como lo dispone la ley en situaciones como la presente.
